



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

                   SALA CIVIL - FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, junio cinco de dos mil diecisiete
Expediente 66001-31-03-005-2015-00200-01

Resuelve la Sala Unitaria
, -solo en esta fecha, atendiendo la constancia que precede, por lo que se tomarán los correctivos del caso-, sobre la consulta del auto proferido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, por medio del cual se sancionó a María Eugenia Morales Castro, en calidad de Directora de Reparación de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas UARIV, con dos (2) días de arresto y multa de dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes, por haber incumplido la orden impartida en la sentencia del 9 de septiembre del año 2015, en la acción de tutela que contra dicha entidad inició José Gabriel Giraldo Acosta. 





ANTECEDENTES

 En el fallo aludido el Juzgado resolvió conceder la tutela invocada por José Gabriel Giraldo Acosta en torno al derecho de petición y le ordenó a la entidad demandada que en un término de ocho (8) días le respondiera de fondo la solicitud, referente al pago de la reparación por vía administrativa.

Ante la manifestación del interesado sobre el incumplimiento, se procedió a requerir de manera previa a María Eugenia Morales Castro, en su calidad de Directora de Reparación de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, quien guardó silencio. Por tanto, el Juzgado dispuso abrir el trámite incidental contra la funcionaria, como no se obtuvo respuesta, vino la aludida sanción, que ahora se consulta. 

En esta instancia se allegó escrito de la entidad accionada que solicita revocar el auto consultado dado que a la petición se le dio respuesta de fondo y se notificó en debida forma. También se deja constancia acerca de que el interesado recibió la contestación del caso.

CONSIDERACIONES

Como viene de decirse, en el trámite del desacato se requirió a la funcionaria María Eugenia Morales Castro, en su calidad de Directora de Reparación, y debido al incumplimiento de la orden constitucional dispuesta en sentencia del 9 de septiembre de 2015, se procedió a sancionarla con dos días de arresto y multa de dos salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Luego de radicado en esta Corporación el incidente, la entidad accionada presentó escrito indicando que se le dio respuesta completa a la petición del actor que no era otra diferente que se le informara la fecha de entrega de la reparación por vía administrativa, de la cual fue debidamente enterado, tal como lo deja ver la constancia de folio 11 de este cuaderno. 

Así que, aunque no hay duda de que cuando la funcionaria de conocimiento impuso la doble sanción de arresto y multa en contra de la funcionaria de la UARIV, originada en la desobediencia al fallo de tutela que profiriera el 9 de septiembre de 2015, era evidente la tardanza en que se venía incurriendo, producida ahora la respuesta sin que se advierta en su retraso la voluntad expresa y manifiesta de quererse rebelar contra aquellas determinaciones, en este momento no considera la Sala adecuado mantener la sanción, ya que, como en otras ocasiones se ha dicho, no se vislumbra una intención dañina de la parte obligada, ni la incursión en una conducta dolosa en el retraso para la decisión por parte de la funcionaria.

Frecuentemente la Corte Constitucional ha hecho énfasis en lo que es el objeto del incidente del desacato y en esa distinción ha precisado que “El desacato es un mecanismo de creación legal, que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales” 
 (se destaca y se subraya).  Es decir, que se trata de un mecanismo tendiente más a garantizar el cumplimiento de una orden de tutela, que a imponer sanciones al agente que la omite y por eso la Corte Constitucional en su reciente auto 181 de 2015, recordó que
“147. Desde sus primeras providencias la Corte Constitucional ha diferenciado entre el cumplimiento de las sentencias de tutela y el incidente de desacato. En sentencia T-458 de 2003
 estas disparidades se hicieron explícitas: (i) “el cumplimiento es obligatorio, hace parte de la garantía constitucional; el desacato es incidental, se trata de un instrumento disciplinario de creación legal” y; (ii) “la responsabilidad exigida para el cumplimiento es objetiva, la exigida para el desacato es subjetiva”.

148. Entonces, mientras el trámite de cumplimiento obliga al juez de tutela a adoptar todas las medidas que encuentre necesarias para la materializar la protección concedida, el desacato es un mecanismo “que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales”. Así, el desacato ha sido entendido “como una medida que tiene un carácter coercitivo, con la que cuenta el juez constitucional para conseguir el cumplimiento de las obligaciones que emanan de sentencias de tutela”. En otras palabras, “el principal propósito de este trámite se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional”. Por esa razón, “la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma, sino que debe considerarse como una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia”
.

149. Debido a lo expuesto, “la imposición o no de una sanción en el curso del incidente de desacato puede llevar a que el accionado se persuada del cumplimiento de la orden de tutela. En tal sentido, en caso de que se empiece a tramitar un incidente de desacato y el accionado, reconociendo que se ha desatendido lo ordenado por el juez de tutela, y quiere evitar la imposición de una sanción, deberá acatar la sentencia. De igual forma, en el supuesto en que se haya adelantado todo el procedimiento y decidido sancionar al responsable, éste podrá evitar que se imponga la multa o el arresto cumpliendo el fallo que lo obliga a proteger los derechos fundamentales del actor”
. (Subrayado fuera del original)”

Es muy importante esta diferenciación en el caso de ahora, porque objetivamente está claro que la entidad conminada al cumplimiento del fallo, por lo que deja entrever claramente la foliatura, no acató la sentencia, en el tiempo que se le otorgó para ello. Pero, esa responsabilidad objetiva que da margen al incumplimiento, no se traduce, necesariamente en una de carácter subjetivo que abra paso al desacato, con la imposición de las sanciones que son de rigor, porque existe plena prueba acerca de las gestiones adelantadas que, finalmente concluyeron en la efectiva respuesta que fue decretada. 

En este orden de ideas, siendo que el fallo de tutela y el trámite del desacato cumplieron su cometido, se revocará el auto para, en su lugar, absolver a la funcionaria de tales sanciones, sin que sirva ello de soporte para que en el futuro se siga incurriendo en la falta que dio lugar a estos trámites.

DECISIÓN

En mérito de lo brevemente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil-Familia, REVOCA el auto consultado. 

En su lugar, se abstiene de imponer sanción por desacato a María Eugenia Morales Castro, en calidad de Directora de Reparación de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas UARIV.
Vuelva la actuación al juzgado de origen.
Notifíquese y cúmplase
El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

� Se decide en Sala Unitaria, por cuanto se trata de un auto que desata una consulta y no de la imposición misma de la sanción en los eventos en los que el Tribunal imparte la orden en primera instancia. Esto, siguiendo lo reglado por el artículo 35 del CGP.


� Sentencia T-191de 2009


� M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.


� Sentencia T-191/09 (M.P. Humberto Sierra Porto).


� Ibídem.





